
 

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación, reunidos en Congreso, sancionan 

con fuerza de Ley: 

 

Política de Transparencia 

Ley de creación de contrato de fideicomiso ciego 

 

Artículo 1: Objeto. La presente ley tiene por objeto regular la cesión obligatoria de la 

administración del patrimonio de los funcionarios públicos a través de la firma de 

contratos de fideicomisos ciegos, mientras duren en su mandato o sus cargos. 

Artículo 2: Creación. A los fines de la presente ley, deberá celebrarse un contrato de 

fideicomiso ciego cuando un funcionario público alcanzado por el artículo 3º 

(fiduciante), se encuentre obligado a delegar la administración de su patrimonio o parte 

de éste a otra persona jurídica (fiduciario), asumiendo el fiduciario la responsabilidad 

de administrar los bienes por cuenta y riesgo del patrimonio fideicomitido, por el período 

en que el funcionario público ejerza funciones en los términos del Artículo 1º de la Ley 

Nº 25.188. 

Artículo 3: Sujetos Oblicagos. Se encuentran obligados a celebrar contrato de 

fideicomiso ciego en los términos del artículo 2° los siguientes funcionarios: 

a) El presidente y vicepresidente de la Nación; 

b) Los senadores y diputados de la Nación; 

c) Los magistrados del Poder Judicial de la Nación; 

d) El Procurador General de la Nación y los demás magistrados del Ministerio Público 

de la Nación; 

e) El Defensor del Pueblo de la Nación y los adjuntos del Defensor del Pueblo; 

f) El jefe de gabinete de ministros, los ministros, secretarios y subsecretarios del Poder 

Ejecutivo de la Nación; 

g) Los interventores federales; 

h) El síndico general de la Nación, los síndicos generales adjuntos de la Sindicatura 

General de la Nación y el personal del organismo con rango equivalente o superior a 

director; 

i) El presidente y los auditores generales de la Auditoría General de la Nación; 

j) Las autoridades superiores de los entes reguladores; 



 
k) Los funcionarios a cargo de los demás órganos que integran los sistemas de control 

del sector público nacional, y los miembros de organismos jurisdiccionales 

administrativos; 

l) Los miembros del Consejo de la Magistratura y del Jurado de Enjuiciamiento; 

m) El Procurador del Tesoro de la Nación y los funcionarios a cargo de los órganos de 

asesoramiento jurídico permanente de los órganos superiores de la Administración 

Pública Nacional centralizada y descentralizada; 

n) Los funcionarios públicos y/o empleados con categoría o cargo no inferior a director 

o equivalente, que se desempeñen en el ámbito de la Administración Pública Nacional, 

sea centralizada o descentralizada, las entidades autárquicas, los bancos y entidades 

financieras del sistema oficial, las obras sociales administradas por el Estado, las 

empresas estatales, las sociedades con participación estatal, los funcionarios con 

similar categoría designados por el Estado en las sociedades de economía mixta, en 

las sociedades mixtas con participación del Estado y en cualquier otro ente u organismo 

del sector público; 

El plazo de la cesión obligatoria en la administración de sus inversiones en un 

fideicomiso ciego durará mientras dure en el ejercicio efectivo de su cargo. 

Comprenderá la cesión de la administración de las inversiones de los funcionarios 

alcanzados por la presente, todos los derechos que este ejerza sobre cosas, bienes o 

títulos públicos o privados, que excedan el asiento de su hogar normal y habitual e 

inmuebles y vehículos que hagan al uso personal de su exclusiva propiedad que no 

estén afectados al comercio. 

Cuando una autoridad pública que se encuentre entre los sujetos obligados 

mencionados precedentemente cuente con un patrimonio inferior al establecido para la 

constitución de un fideicomiso ciego, podrá igualmente someterse voluntariamente a la 

presente ley, ello sin perjuicio de las pautas y los deberes establecidos por Ley 25.188. 

De la misma manera, los candidatos a cargos electivos podrán voluntariamente 

someterse al fideicomiso ciego a partir de la inscripción formal de sus candidaturas. 

Artículo 4: Monto. Los sujetos obligados por la presente ley deberán celebrar contratos 

de fideicomiso ciego para el manejo de su patrimonio, el de su cónyuge, conviviente e 

hijos a cargo, cuando éste sea igual o mayor a la suma de Pesos Quinientos Millones 

($500.000.000), los cuales se actualizarán anualmente según el Índice de Precios al 

Consumidor (IPC) publicado por el Instituto de Estadísticas y Censos de la República 

Argentina (INDEC). 

Si el patrimonio estuviera integrado además por acciones o participaciones en 

sociedades en las que el funcionario público tuviera competencia funcional directa, 

también deberá constituir un fideicomiso ciego para estos casos. 

Artículo 5: Fiduciarios. Podrán participar de contratos de fideicomiso ciego los Bancos 

y Agentes de Bolsa que se hubiesen inscripto para tal efecto en el Banco Central de la 



 
República Argentina. La designación de cada fiduciario será realizada por sorteo y el 

contrato se realizará por escritura pública. 

La falta de desafectación y desapoderamiento en la Administración a la que se 

encuentran obligados, será causal suficiente de mal desempeño de sus funciones para 

ser removido a través de Juicio Político, sin perjuicio de las consecuencias penales y 

patrimoniales que esto le acarreará por la tipificación de su conducta en la legislación 

penal y las nulidades correspondientes en la legislación común por actuar con la 

limitación de la voluntad viciada. 

Artículo 6: Información de la obligación de constitución.  La Autoridad de Aplicación de 

la presente ley determinará -dentro de los cinco (5) días posteriores a la presentación 

de las Declaraciones Juradas Patrimoniales por parte de los funcionarios obligados por 

la Ley 25.188- aquellos funcionarios que deberán nombrar un fiduciario para el manejo 

de su patrimonio. La resolución de la Autoridad de Aplicación debe incluir un listado 

exhaustivo de los bienes y/o activos que deberán ser entregados al fideicomiso ciego. 

Artículo 7: Obligación de informar. Las autoridades públicas señaladas en esta ley, y 

que deban constituir un fideicomiso ciego, deberán incluir anualmente en sus 

declaraciones juradas de patrimonio la existencia del mismo, con la excepción que la 

presente les concede para establecer los detalles respecto de su contenido, desde el 

momento en que asuman sus respectivos cargos y hasta finalizar su gestión o 

mandato. 

Artículo 8: Plazos. Una vez recibida la resolución de la Autoridad de Aplicación, el 

funcionario público alcanzado por la presente normativa contará con un plazo de 

sesenta (60) días para llevar adelante el contrato de fideicomiso ciego con las 

entidades establecidas en el artículo 5º de la presente ley. La Autoridad de Aplicación 

deberá velar en cada caso que se cumplan los principios de independencia y 

autonomía requeridos para un el fideicomiso ciego. 

Artículo 9: Conflicto de Intereses. La Autoridad de Aplicación podrá, ante situaciones 

de conflicto de interés que el contrato de fideicomiso ciego no pueda evitar, indicar al 

funcionario público la necesidad de enajenar su participación social en aquellas 

empresas que, por el ejercicio del cargo, posea competencia funcional directa. 

La venta deberá realizarse dentro de los ciento ochenta (180) días de recibida la 

notificación de la Autoridad de Aplicación y notificar a dicha autoridad por copia fiel. 

El capital recibido deberá incorporarse al contrato de fideicomiso ciego. 

Artículo 10: Contrato de fideicomiso. El contrato entre el funcionario público (fiduciante) 

y la entidad establecida para desempeñarse como fiduciario en el manejo de los fondos 

fideicomitidos se celebrará por escritura pública. El costo del fideicomiso como los 

honorarios del fiduciario se establecerá en el contrato firmado por las partes. Si éstas 

no se pusieran de acuerdo, será la Autoridad de Aplicación la encargada de fijar el 

monto del contrato. 



 
En el caso en que el funcionario público requiera el levantamiento de la suspensión 

que establece en la presente ley, deberá solicitarlo en forma expresa y para cada caso 

en particular a la Autoridad de Aplicación, para que conforme el mecanismo de sanción 

de normas, otorgue la excepción requerida en cada caso en particular. 

Artículo 11: Reserva de las comunicaciones. Una vez constituido el fideicomiso ciego, 

el funcionario público no podrá -ni ninguna persona designada a tal fin- conocer el 

destino de sus negocios, inversiones o bienes. 

Cualquier comunicación entre las partes deberá hacerse por escrito con autorización y 

a través de la Autoridad de Aplicación. Solo estarán permitidas las comunicaciones en 

torno a instrucciones generales del fideicomiso y a la solicitud de retiro de dinero del 

patrimonio fideicomitido. 

Artículo 12: Elaboración de informes. El fiduciario deberá elaborar informes 

semestrales a: a) la Autoridad de Aplicación informando los movimientos realizados 

durante el período, las empresas en las cuales se invirtió y los pagos realizados de las 

obligaciones impositivas y b) al fiduciante informando, solamente, el valor del 

patrimonio fideicomitido, las ganancias y pérdidas del período y los pagos realizados 

por obligaciones impositivas. Este último informe debe hacerse a través de la Autoridad 

de Aplicación. 

Artículo 13: Responsabilidades. El fiduciario será responsable del pago de los 

compromisos impositivos de los bienes fideicomitidos que deberá afrontarlos con los 

fondos otorgados en fideicomiso. 

Artículo 14: Comunicación entre las partes. El fiduciario tiene prohibida cualquier 

comunicación con el fiduciante. No puede, en ninguna circunstancia, consultarle el 

destino de los fondos o inversiones a realizar. 

Artículo 15: Autoridad de aplicación. La autoridad de aplicación de la presente ley será 

designada por el Poder Ejecutivo Nacional. En caso que la designación de la misma 

exceda el plazo de entrada en vigencia de la presente, la Oficina Anticorrupción 

desempeñará tales funciones hasta que se proceda al nombramiento efectivo por parte 

del Poder Ejecutivo Nacional del órgano ejecutor de la presente.  

Artículo 16: Funciones. La Autoridad de Aplicación tendrá las siguientes funciones y 

deberá hacer cumplir los siguientes principios: 

a. Velar por la independencia de los fiduciarios con respecto a los fiduciantes; 

b. Elaborar contratos modelos; 

c. Mediar y resolver los conflictos entre las partes; 

d. Aprobar los informes de los fiduciarios; 

e. Establecer las comunicaciones que por razones excepcionales tuvieran que 

producirse entre el fiduciario y el fiduciante; 



 
f. Informar al funcionario público la obligación de enajenación de bienes ante 

situaciones de conflicto de interés que el fideicomiso ciego no pudiera evitar; 

g. Actualizar el valor del patrimonio requerido para la constitución de un fideicomiso 

ciego. Esta actualización se realizará una vez por año; 

h. Elaborar al inicio de sus funciones un régimen de sanciones para ambas partes del 

contrato de fideicomiso ciego. 

La Autoridad de Aplicación tiene prohibido revelar información alguna que entregara el 

fiduciario al fiduciante. Los funcionarios que revelaran indebidamente informes o 

información reservada incurrirán en el delito previsto en el artículo 157 del Código 

Penal. 

Artículo 17: Inversión del patrimonio fideicomitido. Los bienes, activos y pasivos que 

forman parte del fideicomiso ciego no podrán invertirse en empresas o sociedades en 

las cuales el fiduciante tenga competencia funcional directa en virtud del cargo que 

posee o en aquellas que sean proveedoras del Estado. No podrá, además, invertirse 

en títulos públicos. 

En todos los casos, el fiduciario deberá actuar en el cumplimiento de sus funciones con 

lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. 

Artículo 18: Finalización del contrato. El contrato de fideicomiso ciego concluirá cuando 

se produjera alguno de los siguientes casos: 

a. Por el cese en el ejercicio del cargo del fiduciante; 

b. Por solicitud de revocación del fiduciario por parte del fiduciante previa autorización 

de la Autoridad de aplicación; 

c. Por renuncia del fiduciario; 

d. Por fallecimiento del fiduciante; 

e. Por disolución del fiduciario; 

f. Por la declaración de concurso o quiebra del fiduciario. 

Si se produjera alguna de las circunstancias descriptas en el inciso b), c), e) o f) el 

fiduciante deberá nombrar otro fiduciario según las reglas establecidas en la presente 

ley. 

Artículo 19: Informe final. Finalizado el contrato de fideicomiso ciego, la entidad 

fiduciaria deberá presentar al fiduciante un informe sobre el estado del patrimonio, 

detallando evolución de activos y pasivos y todo movimiento realizado durante el 

período de duración del contrato. 

Artículo 20: Plazos de cierre del contrato. La entrega de la administración del 

fideicomiso por parte del fiduciario al fiduciante o sus herederos en caso de 



 
fallecimiento, se realizará dentro de los diez (10) días subsiguientes a la finalización 

del contrato de fideicomiso. 

Artículo 21: La presente norma es de orden público. 

Artículo 22: El Poder Ejecutivo Nacional reglamentará las disposiciones de la presente 

ley dentro de los sesenta (60) días a partir de su promulgación. 

Artículo 23: Se aplicará el Código Civil y Comercial de la Nación (Ley 26.994), Libro 

Tercero, Título IV, Capítulos 30 y 31, en todos los casos que no fueran regulados por 

la presente ley y en tanto no se contraponga con el régimen aquí establecido. 

 

DISPOSIONES TRANSITORIAS 

Artículo 24: Los funcionarios que se encontraran dentro de los sujetos obligados de la 

presente norma y que estuvieran en funciones a la fecha de entrada en vigencia de la 

normativa, deberán ajustarse a ella dentro de los treinta (30) días subsiguientes. 

Artículo 25: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 

DIPUTADA MARGARITA STOLBIZER 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
FUNDAMENTOS 

Señor Presidente: 

En un mundo donde la integridad y la transparencia en la gestión gubernamental son 

pilares fundamentales para la confianza pública, es imperativo establecer mecanismos 

efectivos que mitiguen los conflictos de interés y promuevan la imparcialidad en la toma 

de decisiones por parte de los funcionarios públicos. En este sentido, el presente 

proyecto de ley tiene como objetivo introducir y regular el uso del fideicomiso ciego 

como una herramienta crucial para garantizar la separación efectiva entre los intereses 

financieros personales de los funcionarios públicos y sus responsabilidades en el 

ejercicio del poder. 

El fideicomiso ciego, como instrumento probado en diversos países, ofrece una 

solución sólida para evitar potenciales conflictos de interés al blindar la gestión de los 

activos personales de los funcionarios públicos durante su mandato. Al delegar la 

administración de estos activos a un fiduciario independiente, el beneficiario renuncia 

a todo conocimiento y control sobre sus inversiones, asegurando así una gestión 

imparcial y transparente de los mismos. 

A través de este proyecto de ley, se busca establecer un marco legal claro y exhaustivo 

que regule la creación, administración y supervisión de los fideicomisos ciegos en el 

ámbito gubernamental. Se pretende fomentar la adopción generalizada de esta 

práctica entre los funcionarios públicos, fortaleciendo así la confianza de la ciudadanía 

en las instituciones y promoviendo una cultura de integridad y responsabilidad en el 

ejercicio de la función pública. 

La Argentina está en deuda en materia de transparencia y lucha contra la corrupción. 

Desde la sanción de la Ley 25.188 de Ética en el Ejercicio de la Función Pública y la 

suscripción a las Convenciones Internacionales contra la corrupción, tanto la 

Interamericana como la de Naciones Unidas, poco se ha hecho para combatir un 

fenómeno cada vez más recurrente.  

Es imprescindible avanzar en regulaciones que permitan construir marcos de mayor 

transparencia, ética y probidad en la función pública. 

La realidad cada vez más compleja, multidimensional y diversa impacta también en el 

ejercicio de la función del Estado. La incorporación de profesionales de diferentes 

ramas agrega valor al diseño e implementación de las políticas públicas. 

En este contexto, es sumamente enriquecedor que las personas que han tenido y 

tienen éxito en la gestión de los negocios privados deseen volcarse a la gestión estatal. 

Sin embargo, es indispensable que existan reglas claras que regulen e introduzcan 

estándares de comportamiento éticos y que protejan el interés general frente a la 

posibilidad de que los hombres y mujeres de negocios que ejercen cargos públicos 

puedan favorecer sus intereses particulares a partir de decisiones de política pública. 



 
La publicidad de las declaraciones juradas patrimoniales de los funcionarios públicos 

está hoy en día regulada por la Ley 25.188 y sus modificatorias. La difusión de 

información acerca del patrimonio del funcionario permite establecer cuál es su 

situación inicial y cómo se transforma en el transcurso de su mandato y si, producto de 

decisiones públicas, se favoreció de manera indebida. 

Existen otros mecanismos que son cada vez más utilizados en otros países 

democráticos para regular la incorporación a la gestión pública de empresarios/as o 

personas con importantes patrimonios. Se trata de la creación de contratos de 

fideicomisos ciegos. La incorporación de este procedimiento a la legislación argentina 

es lo se propone en el presente proyecto.  

Los contratos de fideicomisos ciegos se celebren en virtud de evitar que se produzcan 

conflictos de interés o de que se privilegie, en la elección de determinada política 

pública o curso de acción, la situación patrimonial del funcionario decisor. Para ello, el 

presente proyecto propone un mecanismo por el cual se le impone al funcionario (en 

ejercicio de los cargos especificados en la misma), que deba entregar la administración 

de sus bienes a un fideicomiso que, con total independencia, tome las decisiones en 

cuanto el manejo del patrimonio de aquel funcionario.  

Fundado en la necesidad de generar políticas y mecanismos para asegurar la 

transparencia que debe regir el comportamiento de las personas en el ejercicio de 

funciones públicas y que debe regular el cumplimiento de actos privados cuando éstos 

impactan de manera tan directa en el interés general, en las instituciones democráticas 

y en la credibilidad pública, que presentamos el presente proyecto de Ley. El objetivo, 

finalmente, es implementar un mecanismo necesario, un marco regulatorio para evitar 

que aquellos que toman las decisiones públicas sean los mismos que tienen 

participaciones en grandes empresas y puedan beneficiarse a partir de las políticas 

públicas implementadas. Es decir, una norma que evite conflictos de interés que 

perjudiquen el interés general. 

La norma aquí propuesta se enmarca en los principios garantizados en nuestra 

Constitución Nacional y de ninguna manera implica una limitación de carácter 

expropiatorio o prohibitivo. 

Este proyecto de ley representa un paso significativo hacia la consolidación de un 

gobierno transparente, responsable y orientado al servicio público. Su implementación 

contribuirá no solo a prevenir potenciales conflictos de interés, sino también a fortalecer 

los cimientos de una democracia sólida y participativa, en la que la confianza y la 

legitimidad de las instituciones sean valores inherentes a su funcionamiento. Es por 

ello que invito a los Sres. Diputados y Sras. Diputadas de la Nación acompañen la 

sanción del presente proyecto de Ley. 


